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En el debate seguridad-inseguridad ciudadana en
nuestro país, uno de los temas centrales es el papel
de la justicia1, tanto en las alegaciones de su mal

funcionamiento, de su “contribución” en la expansión del
delito y de la delincuencia, así como en la búsqueda de
“soluciones” para enfrentarlos, sea por medio de una casi
fallida reforma procesal penal, o posteriormente por el
establecimiento de ciertas reformas legales, específicas y
desordenadas, que han respondido a una mirada exclusi-
vamente legalista-represiva.

En el estudio de los vínculos entre justicia, delito y
delincuencia, se suele examinar de manera más amplia la
relación derecho y seguridad ciudadana, y ésta a su vez
suele ser abordada desde dos perspectivas, la que se
refiere a los delitos, y obviamente a las penas aplicables
para cada caso (derecho penal), y la otra, al funciona-
miento en la práctica del sistema de justicia, es decir, en
sentido más general como el “derecho en acción” (pro-
cedimiento penal).

Este trabajo centra su mirada en el segundo aspecto,
la aplicación del derecho a la realidad, aplicación que se
da por medio de un sistema institucional que tiene como
actores principales a jueces, fiscales y policías. Esto no sig-
nifica negar la importancia que tienen las reglas conteni-
das en el Código Penal y las consideraciones de los jue-
ces al aplicar una norma a determinado caso, pero estas
“…tiene[n] una importancia mucho menor que las accio-
nes cotidianas de policías y jueces de primera instancia,
que son las que definen lo que es delito en la práctica y
cómo se trata a quienes se imputa un delito o quienes
han sido definidos como delincuentes”(Pérez Perdomo2).

Reforma procesal penal y seguridad

La refo rma procesal penal3 es considerada como un
“componente funcional de dos sistemas mayo r e s ” , por un
lado la refo rma general del Estado; y, por otro, del sistema
de justicia4 como servicio públ i c o. Los cambios se han
impulsado desde una “ c o rriente refo rmista que desde
hace algunos años ha ido tomando fuerza en función de
una triple pers p e c t i v a : r e fo rma a los procesos (especial-
mente penales), r e o rganización judicial (la creación de
consejos de la judicatura , r e fo rmas a la administración de
los juzgados, introducción de sistemas info rm á t i c o s , e t c.) y
métodos de descongestión (sistemas de fi l t rado de causas
y promoción de métodos altern a t i vos de resolución de
c o n f l i c t o s ) ” (Fundación Esquel, 2 0 0 3 ) . Si bien no era el
o b j e t i vo principal de la refo rma procesal penal enfrentar
la inseguridad ciudadana, los promotores de la refo rm a
siempre anunciaron que ésta contri buiría al incremento
de la efectividad y celeridad del sistema; por tanto, sería un
a p o rte para mejorar de la persecución penal.

Con la reforma del año 2000, se anunció la puesta en
vigencia del sistema acusatorio en el país, es decir, los jue-
ces dejaron de ser quienes investigaban los delitos, asu-
miendo esta responsabilidad el Ministerio Público (en
coordinación con la Policía) en nombre de la sociedad y,
a su vez, los jueces penales asumieron el papel de garan-
tes del respeto de los derechos en todo el proceso
penal, así como de ser los responsables de examinar los
méritos para que una persona sea llevada a juicio. Los tri-
bunales penales, por su parte, deciden respecto de la cul-
pabilidad o inocencia de las personas enjuiciadas, de
acuerdo a los méritos aportados por las partes -el
Ministerio Público y la defensa- garantizando, al menos
funcionalmente, la independencia e imparcialidad de la
justicia, y distribuyendo el poder de persecución del deli-
to entre varias agencias para evitar los abusos y arbitra-
riedades.

La reforma intentó poner en marcha5 un proceso
contradictorio, es decir, basado en el accionar de las par-
tes que, a través de la implementación de los juicios ora-
les como medio para asegurar la inmediación -el contac-
to directo del juez con la producción de la prueba- bus-
caba asegurar también una mayor publicidad de ellos y
evitar los abusos, la corrupción y disminuir la impunidad
gracias a la posibilidad de control social sobre los juicios.

Las evaluaciones realizadas a la aplicación del nuevo
sistema procesal penal han dado cuenta de los graves
problemas que ésta presenta (Fundación Esquel, 20036 y
2006).Algunos de los problemas detectados son el resul-
tado de una serie de limitaciones normativas (por vacíos
y contradicciones en el Código de Procedimiento Penal,
por inadecuadas reglas de manejo de audiencias, por las
normas sobre valoración de las prueba incompatibles
con el sistema acusatorio, por las limitadas disposiciones
de salidas anticipadas a los procesos, etc.); por problemas
de implementación (equivocada distribución de recursos,
inexistencia de una verdadera defensa pública, reducidos
procesos de capacitación en la oralidad, limitados recur-
sos de manejo de audiencias, casi inexistentes sistemas de
protección de víctimas y testigos, etc.); por problemas de
coordinación y acción institucional (especialmente entre
el Ministerio Público y Policía, inadecuada asignación de
recursos, métodos de trabajo incompatibles con las nue-
vas normas procesales, etc. ); por la resistencia cultural a
los cambios (una mentalidad inquisitiva y de la formalidad
que pone por delante el cumplimiento de “ritos” por
sobre el descubrimiento de la “verdad”, etc.). A su vez,
esas evaluaciones dan cuenta que pese a los problemas,
el sistema actual tiene ventajas frente al reemplazado por
las reformas, al menos en dos rubros: celeridad y publici-
dad. La comparación en el tiempo de duración de los
casos penales antes y después de la reforma da cuenta
de la notable reducción del tiempo entre el momento en
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que se comete la infracción y el juicio. En promedio antes
de la reforma era entre 600 y 700 días, después de la
reforma 268 días (Gráfico No. 1).

Debemos recordar que en términos generales, el sis-
tema judicial con relación a la seguridad ciudadana, cum-
ple al menos tres funciones de vital importancia para un
Estado de Derecho: 1) es la expresión de la renuncia a la
venganza privada cuando se sufre un daño, daño produ-
cido por un particular o por un agente estatal; 2) es un
freno al poder del Estado en la persecución de los deli-
tos; y, 3) es un medio de reparación de los daños que
sufren las personas por las actividades abusivas o ilícitas
de los demás.

Las políticas de manejo de la conflictividad tienen
como elementos el establecimiento de instrumentos vio-
lentos para enfrentarla (cárcel, represión policial), las
autoridades encargadas de su gestión (policías, jueces, fis-
cales), los procedimientos para la aplicación de esta vio-
lencia institucional (procedimiento penal de adultos, pro-
cedimientos para personas menores de 18 años); pero
además, debería prever la distribución de tareas de
manejo del conflicto a diferentes niveles sociales (escue-
la, familia, el barrio); la creación de sistemas de anticipa-
ción de los conflictos y de modelos para resolverlos para
que la comunidad sepa como enfrentarlos, por ejemplo
el no pago de una deuda, los ruidos de un vecino, la usur-
pación de la propiedad, etc.; mecanismos para armonizar
o conciliar los conflictos (centros de mediación y de
manejo de conflictos a nivel comunitario); y, un sistema
de autoridades y procedimiento a los cuales los ciudada-
nos puedan llevar sus quejas (Alberto Binder, 20047).

La sensación de inseguridad no solamente se constru-
ye a partir del número de delitos que se cometen, sino de
cómo se la vive socialmente, y en esto juega un enorm e
papel la fo rma en que un país enfrenta estos hechos, “ l a
p o blación no ve en los jueces (en general al sistema de jus-
ticia) ni los protectores de los derechos ni los contra l o r e s
de los posibles abusos policiales, porque de hecho no
actúan como tales. Los jueces son fi g u ras lejanas que
h a blan un lenguaje extraño y sus decisiones son incom-
p r e n s i bl e s . Pueden dejar libres a delincuentes peligrosos,
previamente condenados por los medios de comu n i c a-
ción social o pueden imponer penas seve ras a pers o n a s
que se ven con simpatía” (Pérez Pe r d o m o, 2 0 0 1 ) .

Las respuestas legales y judiciales suelen ser presen-
tadas, por los políticos, como las más importantes para
enfrentar el delito y la delincuencia, pero éstas no son
capaces de provocar los cambios que se anuncian y en
poco tiempo la sociedad siente el desencanto frente a
ellas porque la situación no cambia, o sucede muy lenta-
mente. Los problemas de la criminalidad tienen fuentes
que no se puedan tratar por medio de leyes y de jueces
exclusivamente. Sin embargo, Currie8 (citado por Pérez
Perdomo, 2001) ha señalado, que “a pesar de la limitada
capacidad del sistema de justicia criminal para prevenir
delitos, el potencial que tiene el sistema para reducir las
tasas de criminalidad es mayor que los resultados obte-
nidos hasta hoy”; de acuerdo a su opinión, siempre que
se lo reoriente “hacia una mayor actividad de prevención
que una actividad represiva (en tres áreas que han
demostrado dar resultados en otros países): aumentar la
inversión en programas de rehabilitación, rediseñar los
objetivos y tipos de sentencias y, finalmente, reducir la
violencia en la comunidad por medio del diseño de
estrategias policiales más efectivas” (Pérez Perdomo,
2001).

Funcionamiento del sistema 
de justicia penal

A partir de la reforma del año 2000, cualquier evaluación
del funcionamiento de la justicia en materia penal exige
una revisión de la acción de la Función Judicial9 por
medio de los jueces y tribunales penales, del Ministerio
Público y la Policía; y, la Defensa Pública, que lamentable-
mente en el Ecuador es casi inexistente.

De acuerdo a la Evaluación del Sistema Procesal
Penal, desarrollada por Esquel, éste funciona con 29
d e fensores públ i c o s1 0 que trabajan para la Función
Judicial, y proveen defensa a personas que no pueden
pagar un abogado. Otra manera de brindar defensa gra-
tuita en el país es por medio de “defensores de oficio”,
profesionales nombrados por los jueces, sistema deficien-
te y poco confiable.

El indicador de disponibilidad de defensores para la
población es el más bajo de la región, siendo de 0,21 por
cada cien mil habitantes (Ver Cuadro No. 1). En la actua-
lidad, la mayor parte de casos que requieren de defensa
gratuita son asumidos por abogados de servicios legales
provistos por organizaciones no gubernamentales y cole-
gios de abogados. Existe un proyecto de ley para crear la
“defensoría pública nacional” de acuerdo al mandato
constitucional (artículo 24 numeral 1011), el cual se
encuentra a la espera del informe para segundo debate
en el Congreso Nacional12.
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Gráfico 1
Promedio de duración de los procesos (días) antes y después 
de la reforma procesal penal

Fuente: CEJA. 2003.
Elaboración: Propia

Cuadro 1
Defensores por cada 100.000 habitantes

País Defensores No. de defensores por
cada 100 mil habitantes

Bolivia 68 0,8
Costa Rica 223 5,73
Chile 192 2,1
Ecuador* 29 0,21
El Salvador 278 4,26
Guatemala 471 3,92
Honduras 233 3,3
Paraguay 96 1,7

Fuente y elaboración: CEJA.
*Excepto Ecuador. Esquel, Evaluación de la Reforma Procesal Penal 2005.
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Ministerio Público

El Ministerio Público legalmente tiene como funciones:
p r e venir en el conocimiento de las causas penales; d i ri g i r
y promover la investigación preprocesal y procesal penal,
acusar e impulsar la acusación a los presuntos infra c t o r e s ;
proponer y desarrollar la política penal del Estado; v i g i l a r
el funcionamiento del sistema de rehabilitación social y el
régimen penitenciari o ; coordinar la lucha contra la corru p-
c i ó n ; y, velar por la protección de víctimas y testigos. S u
máxima autoridad es el ministro fiscal genera l , tiene ve i n-
te ministros fiscales distri t a l e s , uno en cada prov i n c i a
(excepción de Galápagos). En abril del 2006 contaba con
372 agentes fi s c a l e s , es decir, 2,4 por cada cien mil habi-

t a n t e s , siendo la tasa más baja de la región andina, pese a
que ha tenido un rápido crecimiento desde el año 2001
en el que se contaba con 228 fiscales al nivel nacional.

En términos presupuestari o s , el Ministerio Públ i c o
tiene una asignación presupuestaria en dólares por cada
100.000 habitantes únicamente mayor a Bolivia en la
Región A n d i n a , y mucho menor a países como Chile ($5,8),
Guatemala ($5,4), Costa Rica ($4,5) (Ver Cuadro No. 2 ) .

El número de denuncias recibidas por el Ministerio
Público a partir del año 2002 ha crecido en un prome-
dio de 13% anual (Ver Cuadro No. 3), frente al presu-
puesto que ha tenido un incremento promedio del
14,31% desde el año 2003, ascendiendo en el 2005 a
US$34’529.128,59.

La manera en que el Ministerio Público procesa las
denuncias es uno de los temas de mayor preocupación,
ya que en la práctica existe una muy baja respuesta a las
denuncias que recibe13. De las denuncias recibidas en
2005, un total de 120 291 se encontraban en la fase de
indagación14, es decir 67,35 %. Este es un porcentaje simi-
lar a los años anteriores: 69,41% en 2004; 71,51% en
2003, y el 65,68% en 2002.

De la información disponible se puede verificar que
el sistema procesal penal ha mejorado su capacidad de
“respuesta” de año en año. Cuando hablamos de res-
puesta, nos referimos a las denuncias que se consideran
cerradas, sea porque llegaron a una sentencia, fueron
desestimados, se arreglaron por una salida alterna (pro-
cedimiento abreviado, conversión) o, porque el caso fue
sobreseído.Así en el año 2002, el porcentaje de respues-
tas alcanzó un 4,18%; en 2003 ascendió a 9,98%; en 2004
al 12,60%, y en 2005 a un 15,06%.

En esta mejora del rendimiento del Ministeri o
Público juega un papel muy importante el incremento15

significativo de las denuncias desestimadas16 ya que en el
año 2001 representaban 1,59% del total de las denuncias
recibidas; en el 2002, 1,90%; en el 2003: 6,52%; en 2004:
9,31%, y en el 2005 ascendieron a 12,78%.

Sí consideramos exclusivamente las denuncias que no
fueron rechazadas por el sistema, el resultado es alarm a n-
t e : las respuestas que el sistema da efectivamente a las
d e nuncias que recibe alcanzaron únicamente 2,61 % en el
año 2005. De este porcentaje, un 0,37% termina por con-
ve rs i ó n ; un 0,03% debido al procedimiento abreviado; u n
1,36% por sobreseimiento, y únicamente un 0,85% por
s e n t e n c i a . De este último ru b r o, 0,69% por sentencia con-
d e n a t o ria y un 0,16% por sentencia absolutori a .

Los sistemas procesales penales más consolidados
sólo llevan a juicio una pequeña porción de los casos que
reciben, pero tienen una diversidad de respuestas; por
tanto, éstas son mucho mayores, pero en nuestro país el
porcentaje de casos resueltos por medio de verdaderas
salidas alternativas apenas alcanzó un 0,39% en 2005
(conversiones, juicios abreviados), es decir, si le sumamos
a este porcentaje las desestimaciones (que como vimos
en el Ecuador no es en realidad un salida anticipada) el
porcentaje llega al 12 %.

Del total de las sentencias dictadas en el año 2005
(1326 que representa el 0,85% del total de denuncias reci-
b i d a s ) , el 26,62% corresponde a infracciones vinculadas al
control de sustancias estupefacientes, a pesar de que éstas
apenas representan un 0,66% del unive rso de denu n c i a s .
En contra s t e, los delitos contra la propiedad que son esta-
dísticamente los más denunciados (61,10%) solamente
representan un 0,33% del total de  las sentencias.

En el cuadro No. 5 se compara este porcentaje con
cinco clases de delitos en el año 2005:

Una de las principales tareas a cargo del Ministerio
Público es la protección de víctimas y testigos; en el 2003
se estableció un programa para el efecto, sin embargo su
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Cuadro 2
Número de fiscales por cada 100.000 abitantes y presupuesto Ministerio
Público en dólares por cada 100.000 habitantes (2004) 
Región Andina y Chile

N. Fiscales x Presupuesto por hab.
100.000 hab. en dólares 

Colombia 7,8 5,5
Perú 6,1 3
Ecuador 3,6* 2,4
Bolivia 4,5 1,2
Chile 4,2 5,8
Venezuela 5 5,8

Fuente CEJA. Informe sobre el Estado de la Justicia de las Américas 2004-2005.
*Evaluación de la Reforma Procesal Penal. 2006. Fundación Esquel.

Cuadro 3
Incremento de dencuncias por año

Año No. de denuncias Incremento
2002 122542 —
2003 136826 11,66%
2004 160830 17,54%
2005 178611 9,96%

Fuente: Ministerio Público
Elaboración propia

Cuadro 4
Uso salidas alternativas y facultades 
discrecionales del Ministerio Público 

País % en que se usan
Bolivia 40 %
Costa Rica 64 %
Chile 75 %
Ecuador 12 %*
El Salvador 26 %
Honduras 8 %
Guatemala 4 %
Paraguay 10 %

Fuente: Informe de seguimiento de las reformas procesales penales,
CEJA.
* Excepto Ecuador. Fuente Informe Estadístico Ministerio Público
2005.



cobertura es muy limitada, y más allá de la acción en cier-
tos casos puntuales, no se evidencia una respuesta ade-
cuada en este ámbito, el cual es fundamental debido a
que un apropiado acompañamiento a víctimas y testigos
hace que se incremente la confianza en el sistema y la
colaboración en los procesos de investigación y juzga-
miento de los delitos.

Función Judicial

En la Función Judicial son dos los actores invo l u c ra d o s
en pri m e ra instancia1 7: los jueces penales y los tr i bu n a l e s
p e n a l e s . En el año 2005 había 151 juzgados penales y 44
t ri bunales penales, no existiendo variaciones import a n-
tes con relación al año 2002 ya que únicamente se
incrementó un juzgado penal a escala nacional.

En la Función Judicial no se ha desarrollado ningún
cambio de relevancia en todos los años de vigencia de la
reforma. Las experiencias más interesantes se han desa-
rrollado a partir de iniciativas locales, como en la ciudad
de Cuenca, en la que se implementó un sistema de
audiencias preliminares que han contribuido a la mejora
de los indicadores en esa ciudad.

La Función Judicial en el Ecuador tiene una asigna-
ción presupuestaria per cápita de 10,5 dólares por habi-
tante. Puerto Rico es el país con el mejor índice: 68,3;
seguido por Costa Rica con 44,1. Las peores asignaciones
son las de República Dominicana 3,9 y Guatemala 4,2.

Es notable el incremento del presupuesto de la
Función Judicial en el país. Entre los años 2002 y 2005 se
dio un aumento del 42,27%, pasando del 0,74% del pre-
supuesto nacional a un 1,92%. En el año 2002, el presu-
puesto era de $81’551.664,56 dólares mientras que en
el año 2005, de $141’279.510,86 dólares Un incremento
en términos absolutos de $59’727.846,30 dólares.

La justicia ecuatoriana es una de las de menor pro-
ductividad en A m é rica Latina, conjuntamente con
Nicaragua, ya que solamente es capaz de resolver menos
de 20% de los casos ingresados en todas las materias18.

De los datos disponibles podemos observ a r
(Cuadro No. 6) que en todos los rubros existe una dis-
minución del rendimiento de la justicia en materia penal.
En el caso de los tribunales penales, el número de sen-
tencias emitidas en el año 2005 disminuyó 36,55% en
relación con el año 200419.

Sí se toman en cuenta los sobreseimientos y los lla-
mados a juicio de parte de los juzgados penales a escala
nacional en el año 2005, tenemos un promedio de 29
casos por juez, es decir 2,43 casos por mes. Los jueces
penales tienen otras tareas a su cargo, por ejemplo resol-
ver los pedidos de medidas cautelares, autorizar la prác-
tica de ciertas pruebas, etc.

Si realizamos un examen parecido respecto a los tri-
bunales penales y el promedio de sentencias que dictan
tendríamos un promedio por tri bunal de 24,83 sentencias.
Es decir, dos sentencias mensuales. En el año 2002, se efe c-
tuaron un total de 1143 audiencias de juicio a nivel nacio-
n a l , es decir 2,21 audiencias por mes.

La Fundación Esquel realizó, en el año 2002, s e g u i-
miento a 222 audiencias que fueron programadas en
Q u i t o,G u ayaquil y Cuenca, constatando que se efe c t u a r o n
apenas 59 (27,47%); las restantes 163 (72,53%) no se rea-
lizaron por ra zones tales como la falta de algún elemento
p a ra la práctica de la pru e b a , la agenda del tri bu n a l , d e s c o-
ordinación entre los tri bunales penales y los juzgados,
ausencia de algún miembro del tri bu n a l , de los defe n s o r e s
p rivados o de los defensores públ i c o s , inadecuada distri bu-
ción de recursos del sistema y, la escasa colaboración de
víctimas y testigos (Fundación Esquel, 2 0 0 3 ) .

En el 2006, la situación no había mejora d o, de un
total de 538 audiencias programadas en las ciudades de
Q u i t o, G u ayaquil y Cuenca, a las cuales Esquel también
realizó un seguimiento, se efectuaron apenas 82, es decir
apenas el 15,24%, con un 84,76% de fallidas. La mayor tasa
de fracasos se da en Quito, en las cuales solamente se
realizan un 10,9% de audiencias; en Guayaquil se efe c t u a-
ron en un 23,7%, m i e n t ras que en Cuenca 26,8%2 0. E s t o
es grave por la inve rsión de tiempo y de recursos que
realiza el sistema para que estén presentes las part e s , a d e-
más del uso inadecuado de los recursos disponibl e s .

Las razones para el fracaso son parecidas a las detec-
tadas en el año 2002: ausencia del fiscal, del acusado o de
sus defensores, falta de pruebas esenciales, problemas en
la conformación del tribunal, ausencia de la policía, etc.

En el año 2002 (en Quito), el 70% de las audiencias
de juicio que se efectuaron estaban referidas a casos de
drogas (Fundación Esquel, 2003).

Algunas conclusiones

Las medidas tomadas en los últimos años, a excepción de
la reforma procesal penal, han sido impulsadas o aproba-
das a instancias de los mismos grupos políticos bajo sos-
pecha permanente de ser los responsables del uso de la
justicia como parte de su estrategia política. Estas medi-
das han tenido un alto impacto mediático y poca efecti-
vidad práctica ya que no han contribuido ni a la disminu-
ción de la sensación de inseguridad, ni a la disminución
de hechos delictivos, pero sí al desprestigio de la admi-
nistración de justicia en el país21, volviéndola por esto más
dependiente del apoyo político.

En cuanto al funcionamiento del sistema de persecu-
ción y juzgamiento de delitos nuestro país comparte tres
problemas principales con la mayor parte de países de la
región que han implementado recientemente reformas
procesales penales22: se mantienen métodos de trabajo y
estructuras administrativas de un sistema escrito e inqui-
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Cuadro 5
Sentencia por clase de delitos 2005

Delitos Número % respecto del % respecto del
de total de total de

denuncias denuncias sentencias

Contra la propiedad 109140 61,10 0,33
Sustancias estupefacientes 1179 0,66 26,62
Garantías constitucionales 2933 1,64 0,75
Contra las personas 21963 12,30 0,89
Delitos sexuales 8680 4,86 1,51

Fuente: Ministerio Público
Elaboración propia

Cuadro No. 6
Comparativo de porcentaje de sentencias en los tribunales penales

2002 2003 Diferencia 2004 Diferencia 2005 Diferencia
porcent. porcent. porcent.

Sentencias absolutorias 857 1524 43,77% 1643 7,24% 1073 -47,03

Sentencias condenatorias 181 351 48,43% 447 21,48% 253 -18,13

Total 1038 1875 44,64% 2090 10,29% 1326 -36,56

Fuente: Ministerio Público
Elaboración propia
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sitivo, con lo que las diferentes instancias son incapaces
de asegurar el éxito de las audiencias preliminares (cuan-
do existen) y las de juicio; dificultades en el uso de la ora-
lidad por parte de todos los actores del sistema, lo que
debilita a las audiencias como un procedimiento para
producir información de calidad para resolver los casos
que están siendo conocidos por el sistema; y, problemas
de organización de los sistemas de trabajo del Ministerio
Público y la Policía, que mantienen formas más cercanas
a los sistemas inquisitivos, por lo que son incapaces de
responder al número de casos que reciben, restando
recursos para ser usados en los casos más relevantes y
significativos (Cristian Riego, 200323).

A lo señalado anteriormente tenemos que sumarle
aquellos problemas más específicos del país:

• Débil sistema de protección de víctimas y testigos24,
lo que hace que las personas no quieran denunciar
los delitos y cuando lo hacen se niegan a participar
en los procesos de juzgamiento25 como testigos.

• Serios problemas de coordinación entre la policía y
el Ministerio Público, los cuales han hecho que en la
práctica la Policía sea la que investigue los delitos de
manera independiente al fiscal, lo que genera proble-
mas de validez y calidad de la prueba y provoca una
gran tensión entre estos dos actores, tensión que se
expresa permanentemente a través de los medios
de comunicación.

• Inexistencia de una ve r d a d e ra defensa públ i c a , lo que
implica la desprotección de aquellas personas proce-
sadas que tiene pocos recursos económicos y por
tanto son más vulnera bl e s , pero además no se cuenta
con los incentivos adecuados para que los otros acto-
r e s , jueces y fi s c a l e s , cumplan adecuadamente con las
responsabilidades asignadas a ellos en el sistema.

• Las pocas medidas alternativas (por problemas nor-
mativos) y deficiente aplicación de las existentes, así
como inadecuados sistemas de selección de casos (a
pesar de las medidas tomadas en Quito y Cuenca
para establecer un sistema de depuración de denun-
cias), impide que se den respuestas “acorde a las
expectativas de las víctimas, racionalizar el sistema,
descongestionarlo, dar alternativas a la delincuencia
leve y mediana, es decir volverlo un sistema ágil y efi-
ciente” (Fundación Esquel, 2003).

Los problemas del aparato institucional encargado de la
p e rsecución y juzgamiento de los delitos han dado como
resultado una grave deslegitimación del sistema; e s t o s
p r o bl e m a s , sumados a los de naturaleza política por los
que ha venido atravesando la Función Judicial, las alegacio-
nes de corrupción en contra del Ministerio Público y, l a s
d e nuncias de abuso policial, han dado como resultado el
incremento de iniciativas destinadas, por un lado, a “ p ri v a-
t i z a r ” los medios de defensa frente al delito2 6; y, por otro,
a extender las competencias administrativas en la lucha
c o n t ra el delito, a la disminución práctica de las gara n t í a s
del debido proceso, al abuso de la prisión preve n t i v a , a la
búsqueda de resolución de los casos de acuerdo con los
p a rtes policiales, a limitar la concesión de habeas corp u s ,
por ejemplo. Esto a su vez ha provocado una serie de
a busos que a la larga generan mayor desconfianza en el
s i s t e m a , incrementando la sensación de inseguri d a d2 7.

Cualquier acción en este campo debe hacerse guar-
dando el equilibrio entre eficacia y garantías (algunas de
las posibles medidas se presentan en este boletín en la
sección de políticas), es decir en un marco de respeto a
los derechos de todas las personas. Como nos recuerda
Luigi Ferrajoli, el Estado de Derecho “…podríamos

entenderlo como la ley del más débil que se opone a la
ley del más fuerte que caracteriza el estado de naturale-
za. En efecto, es la ley del más débil -el Derecho penal
que protege a las víctimas frente a la violencia de los deli-
tos; también es la ley del más débil, el derecho procesal,
que tutela a los acusados frente a la arbitrariedad y los
castigos excesivos…28
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